
    

 

 

 

SEÑORES 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE SOGAMOSO 

E.  S.  D. 

 

 

REFERENCIA:        157593103003 2020-0014-00 

ACCIONANTE(S):   DIOFANTE GRANADOS GORDILLO 

ACCIONADO(S):   MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÓN SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL 

 

 

DIOFANTE GRANADOS GORDILLO, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 7.334.000 de Garagoa, domiciliado y residente en la 

ciudad de Sogamoso (Boyacá), mediante el presente escrito, en la 

oportunidad señalada por el Decreto 2591 de 1991, Art. 31, impugno, la 

decisión de este Despacho, de fecha 23 de abril de 2020, notificado 

electrónicamente el 23 de abril de 2020, relativa al asunto de la 

referencia. 

 

I. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Que el superior revise la decisión de primera instancia, por carecer la 

misma las condiciones necesarias, teniendo en cuenta que: a) No se 

ajusta a derecho y debido proceso respecto de las consideraciones de las 

pretensiones; b) Concede garantizar el supuesto agravio sustentándose 

en simples afirmaciones; c) No se ajusta al principio de la unidad de la 

prueba, por no valorar los elementos materiales probatorios aportadas 

por la parte accionada; d) Se funda en consideraciones inexactas cuando 

no totalmente erróneas; e) Incurre el fallador en error esencial de 

derecho, especialmente respecto del ejercicio de la acción de tutela, que 

resulta desmedida a las pretensiones, por errónea interpretación de sus 

principios. 

 

En desarrollo de lo antes indicado, es preciso señalar cuáles son esas 

incongruencias y carencias que toma el Despacho como base para fallar 

a favor de la parte accionante, para ello, se hará un análisis en un orden 

textual de la sentencia de primera instancia. 

 

De acuerdo con lo anterior, en primer lugar, es preciso transcribir un 

aparte del problema jurídico, donde se indica:   

 

“(…) ¿Se supera el requisito de subsidiariedad que impera en las 
acciones de tutela?; Determinado lo anterior, se entrará a estudiar 

si ¿el Área de Sanidad del Ejército Nacional vulneró los derechos 
fundamentales alegados, al negarle la realización de la Junta Medica 

Laboral de Retiro? (…)”.  

 



    

 

Conforme se extrae de lo antes transcrito, y señalando de antemano que 

el suscrito se mantiene respetuoso ante el juez de primera instancia 

considerando su importante labor, no por ello, puede estar de acuerdo 

con su decisión, el Despacho erróneamente considera que el problema 

jurídico se centra en la subsidiariedad de la acción, con lo cual es claro 

que desconoce por completo el antecedente jurisprudencial abundante 

frente al caso concreto, puesto que como veremos inmediatamente, al 

desarrollar el problema jurídico en torno a la subsidiariedad, mezcla 

incluso tal principio con la responsabilidad que supuestamente tuvo el 

actor por no practicarse dicha junta médica, y deja de lado que la 

jurisprudencia constitucional ha dicho que dicho trámite es 

responsabilidad de la accionada. 

 

Como bien se ha dicho en cuanto a la subsidiariedad, la jurisprudencia 

señala en que casos debe hacerse un estudio detenido de la misma, y no 

simples evocaciones sin ahondar en situaciones particulares de cada caso, 

puesto que el ad quo profundizo en otros aspectos probatorios de oficio, 

pero por ejemplo en las condiciones de necesidad económica y familiar 

del accionante no lo hizo, y esto es que el suscrito tiene un hijo con una 

grave condición especial que es completamente dependiente de sus 

padres, y está en silla de ruedas, lo que afecta la economía familiar, 

debido a los múltiples gastos que devienen por esa situación, que el 

tiempo que estuve privado de la libertad afectó también la economía 

familiar, que prácticamente, mi hijo y mi esposa quedaron desamparados, 

y que hasta ahora estoy tratando de retomar mi vida, eso sin contar con 

la situación de pandemia que se vive actualmente, y por esa necesidad 

económica imperiosa que afecta no solo mi mínimo vital sino el de mi 

familia, busco todas las formas posibles de mejorar un poco su situación 

económica, por eso acudo a reclamar el derecho que tengo a la junta 

medica de la cual puede derivarse la correspondiente indemnización.  

 

Por tanto, requiero de una medida urgente, que salvaguarde la realización 

de la valoración por Junta Médica Laboral. A pesar de existir herramientas 

como derecho de petición o acciones contencioso administrativas, éstas 

aparejan el transcurrir de periodos significativos de tiempo y con la 

posibilidad de preverse que la entidad niegue los derechos como quedo 

en evidencia con la respuesta en litis, por lo tanto, a pesar de su 

existencia, éstos no resultan idóneas ni eficaces para evitar los perjuicios 

inminentes sobre mi salud ni la precaria situación económica de mi 

familia, no por ello desconociéndose tales acciones o recursos.  

 

Respecto a lo anterior ha dicho la Corte Constitucional, que: 

 

“A pesar de existir otro medio de defensa judicial idóneo, 

este no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, 

caso en el cual la acción de tutela procede, en principio, como 

mecanismo transitorio. No obstante, la Corte ha reconocido que en 



    

 

ciertos casos, si el peticionario está en situación de debilidad 

manifiesta, el juez constitucional puede realizar el examen de la 

transitoriedad de la medida, en atención a las especificidades 

del caso, en particular a la posibilidad de exigir al accionante que 

acuda después a los medios y recursos judiciales ordinarios y 

concluir que resulta desproporcionado imponerle la carga de 

acudir al mecanismo judicial principal”1 (Negrilla fuera del texto 

original). 

 

Seguidamente en el acápite de caso concreto, el A quo, señala que: 

 

“(…) Al respecto, en el Decreto No. 1793 de 2000 por el cual se 

expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados 

Profesionales de las Fuerzas Militares, en el artículo 20 indica 

“Exámenes de Retiro. El soldado profesional tiene la obligación de 

presentarse a la Sanidad respectiva para la práctica de los 

correspondientes exámenes físicos, dentro de los sesenta (60) días 

calendarios siguientes a la fecha de su retiro; si no lo hiciere, el 

Ministerio de Defensa Nacional quedará exonerado del pago de las 

indemnizaciones a que hubiese lugar, concluyendo que toda 

persona vinculada al oficio castrense al momento del retiro ya sea 

voluntaria o no, tiene un término para practicar los diferentes 

exámenes físicos para efectos de detectar las posibles 

enfermedades relacionadas con el servicio. Por lo que no es cierto 

como lo alega el accionante, que no hay algún término para dicha 

práctica. (…)” 

 

Conforme a lo anterior el juez de primera instancia no solo desconoce la 

jurisprudencia sino la norma aplicable al caso, toda vez que habla de un 

tiempo específico en el que debe practicarse dicho trámite como 

extintivo del derecho, lo cual es contrario a lo que dice el art. 8 

inc. 2 Decreto 1796 del 2000, es claro que quienes están 

interrumpiendo la continuidad de la que allí se habla es la accionada, 

y que además hace una interpretación incorrecta del término que se 

establece, puesto que como ya se dijo no se habla de la extinción 

del derecho a la junta de retiro, a continuación se transcribe dicha 

norma:  

 

“(…) ARTICULO 8o. EXAMENES PARA RETIRO. El examen 

para retiro tiene carácter definitivo para todos los efectos 
legales; por tanto, debe practicarse dentro de los dos (2) 

meses siguientes al acto administrativo que produce la 
novedad, siendo de carácter obligatorio en todos los casos. 

Cuando sin causa justificada el retirado no se presentare 

dentro de tal término, dicho examen se practicará en los 
Establecimientos de Sanidad Militar o de Policía por cuenta 

del interesado. 

 
1 Sentencia T-087 de 2018 



    

 

 

Los exámenes médico-laborales y tratamientos que se 
deriven del examen de capacidad sicofísica para retiro, así 

como la correspondiente Junta Médico-Laboral Militar o de 
Policía, deben observar completa continuidad desde su 

comienzo hasta su terminación. (…)” 

 

Seguidamente el ad quo afirma que:  

 

“(…) Más aun como lo alega la accionada, el actor por estar 

vinculado como miembro de la institución castrense, no en vano 

estuvo durante veinte años en esa empresa, debió de tener algún 

conocimiento así sea vago, además de la formación militar, acerca 

del proceso para los exámenes de retiro. (…)” 

  

Pese a que como quedó señalado no es cierto que exista un término para 

extinguir la realización de la junta, también cabe señalar que la formación 

profesional y académica de los Soldados lastimosamente no suele ser la 

mejor, cuando ingrese al Ejercito Nacional había hecho hasta 5º de 

primaria y una vez en la institución valide el bachillerato, y de oídas lo 

que el suscrito siempre supo es que otros compañeros se hacían esa junta 

porque no perdían el derecho, es claro que la presente acción de tutela la 

he hecho con orientación y no ha sido solo mi propio conocimiento, puesto 

que no soy el  más letrado. 

 

Seguidamente el Despacho manifiesta que realice otros actos jurídicos y 

no la junta de retiro, cabe señalar que estos eran situaciones de 

demandas donde los abogados buscan temas específicos, es decir que 

básicamente los abogados conocen de la situación y buscan a la familia 

del Soldado o al Soldado como tal y tramitan el caso uno escasamente 

sabe que es lo que van a demandar, en mi caso solo supe que la primer 

demanda era para reclamar mi derecho a la pensión y las otras para unos 

reajustes a que tenía derecho, uno únicamente firma el poder, en mi caso 

mi esposa lleva esos documentos a la cárcel lo cual era relativamente 

sencillo, muy distinto a cuando trate de pedir citar medicas y salidas para 

realizarme los exámenes para la junta (como señale en el escrito de 

tutela) porque escuche que una vez pensionado me podía hacer la junta, 

pero esos permisos y citas médicas me eran dilatados entre otras me 

decían que por falta de personal que porque para mi salida eran 5 

guardianes que se requerían y que en el momento no los habían para que 

me acompañaran, lamentablemente de eso no se dejaba constancia para 

el detenido, o por lo menos no tengo una prueba física de ello.  

 

No obstante, lo anterior así detallo el Juez: 

 

“(…)Por otro lado, el tutelante indica que, por estar privado de la 

libertad, no pudo tramitar la ficha médica para el retiro de la 

institución castrense, el cual no es del todo cierto, pues este 



    

 

operador judicial tuvo la necesidad de esclarecer espacios oscuros 

de la controversia y poder así llegar al convencimiento, y con la 

facultad y deber que le asiste como juez constitucional de 

acudir a las pruebas de oficio, procedió a consultar el sistema de 

procesos que lleva el Consejo Superior de la Judicatura, y se 

encontró que el actor entre los años 2016 y 2018, interpuso tres 

acciones judiciales ante los juzgados administrativos, que en su 

dicho, en ese tiempo se encontraba privado de la libertad. (…)” 

 

Negrillas fuera del texto original. 

 

“(…) Concluyendo a lo anterior, el actor si podía acudir ante la 

accionada, ya sea por intermedio de oficios y/o apoderado judicial 

para iniciar los trámites para llevar a cabo la Junta Medico Laboral 

de Retiro, tal como lo hizo para interponer las anteriores acciones 

judiciales, ya que tenía restringido era derecho de locomoción, más 

no otros derechos como el de la asistencia jurídica.(…)” 

 

Seguidamente en su análisis del caso concreto el juez hace 

manifestaciones tendientes a la subsidiariedad de la acción con las cuales 

no estoy de acuerdo y son escasas de validez y análisis jurídico acorde 

con la realidad fáctica, además porque en efecto se discute la vulneración 

de derechos fundamentales, frente a los cuales es procedente la acción 

de tutela, dada la vigencia de la vulneración, tal y como lo ha dicho la 

Corte Constitucional, en cuanto a la vulneración permanente en el 

tiempo de derechos fundamentales por no realizar junta medica 

de retiro: 

 

“(…) Esto último indica que, cuando está demostrado que a un 

uniformado, sin importar su grado de vinculación a las fuerzas armadas 

o de policía, no se le ha practicado la Junta en cita, ello equivale a una 

vulneración permanente en el tiempo de sus derechos fundamentales. 

En otras palabras, mientras no se le practique dicha Junta, sus 

garantías constitucionales van a seguir sin materializarse.2 

 

A lo anterior se une que el solo derecho a que se le realice la Junta 

Médica Laboral a un miembro del personal militar y de policía está 

atado al goce de otros derechos fundamentales. Ello, debido a que los 

resultados de la Junta pueden abrir las puertas al reconocimiento y 

pago de determinadas prestaciones económicas que tienen origen en 

esta. De ese modo, y dado el caso, se le estaría garantizando al 

interesado sus derechos fundamentales a la seguridad social y al 

mínimo vital.3 

 
2 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, Consejera ponente: 

ROCÍO ARAÚJO OÑATE, Bogotá, D.C., cuatro (4) de octubre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 

25000-23-36-000-2017-01327-01(AC), Actor: CHRISTIAN RAFAEL CORTÉS RODRÍGUEZ, Demandado: MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL, EJÉRCITO NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD 
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, Consejera ponente: 

ROCÍO ARAÚJO OÑATE, Bogotá, D.C., cuatro (4) de octubre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 



    

 

 

En ese sentido, la Sección, así mismo, asume que en el sub lite, es 

imperiosa la realización de la Junta Médica Laboral en mención, aspecto 

que parte de la realización de los exámenes médicos preparativos que 

sean necesarios y del cumplimiento de los demás requisitos que, para 

el efecto, consagra el artículo 16 del Decreto 1796 de 2000.4 

 

No obstante lo anterior el Despacho equívocamente afirmo que:  

 

“(…) Ahora bien, continuando con la sustentación por la no 

procedencia del presente amparo, debe señalarse que la respuesta 

dada por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, mediante el 

oficio radicado No. 2020338000342381: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-

JEMGF-COPERDISAN-1.10 de 25 de febrero de 2020, goza del 

carácter de actos administrativos, y por ende, de conformidad con 

lo previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), son 

susceptibles de ser atacados a través del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho ante el juez administrativo, 

el cual de conformidad con lo dispuesto por el legislador constituye 

un medio idóneo y eficaz para solicitar la declaración de nulidad y 

el consecuente el restablecimiento del derecho(…)” 

 

“(…)Establecido que existe un mecanismo diferente al de la tutela 

para que la parte actora defienda su derecho, cabe señalar como 

habíamos dicho en párrafos precedentes, que excepcionalmente se 

puede acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio, 

en los eventos en los cuales, el actor se vea frente a la ocurrencia 

inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos 

fundamentales.(…)” 

 

“(…)En razón a lo anterior, en este caso particular el Sr. DIOFANTE, 

NO INDICÓ, NI PROBÓ la causación de perjuicio irremediable que 

ameritara desplazar de forma inmediata el procedimiento ordinario, 

pues se encuentra acreditado que recibe una asignación de retiro, 

por lo que no se encuentra en peligro su mínimo vital o la 

subsistencia digna, igualmente al recibir su asignación también 

cuenta con suservicio de salud y para su núcleo familiar, por lo que 

no se configura algún perjuicio irremediable si lo hubiera 

alegado.(…)” 

 

Negrillas fuera del texto original. 

 

Seguidamente y como antes se ha dicho el deber de realizar la junta 

medica es principalmente de la accionada y ello no lo puede desconocer 

 
25000-23-36-000-2017-01327-01(AC), Actor: CHRISTIAN RAFAEL CORTÉS RODRÍGUEZ, Demandado: MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL, EJÉRCITO NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD 
 

4 Ibidem.  
 



    

 

el juez de tutela, so pretexto de un escaso estudio de la subsidiariedad, 

en la que claramente solo de oficio el juez ahondo en la supuesta 

irresponsabilidad del actor, mas no en sus condiciones de vulnerabilidad 

para saber si existían o no ya que de ante mano dice que no lo había, 

aunque lo hubiere alegado, como arriba se resaltó del aparte transcrito. 

 

Sin embargo, se reitera que más allá del debate de la subsidiariedad se 

están además vulnerando derechos fundamentales, que la acción de 

tutela dadas las circunstancias particulares si resulta apropiada para 

amparar su protección. 

 

DEBER DE LA DIRECCION DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL 
DE REALIZAR LA JUNTA MÉDICA DE RETIRO.  

 

Si bien el marco normativo que regula el disfrute del derecho a la salud 

dentro del subsistema de las fuerzas militares está circunscrito a los 

miembros de la fuerza pública hasta su desvinculación del servicio, lo 

cierto es que la cobertura de rigor seguiría siendo aplicable cuando la 

lesión bajo tratamiento haya sido adquirida durante la prestación del 

servicio. Así mismo, es evidente la obligación de la institución 

accionada de realizar la Junta Médica Laboral a todos los funcionarios 

que, por cualquier motivo, se desvinculen de la institución. Ello, con el 

fin de determinar posibles lesiones adquiridas durante y en razón al 

servicio o la eventual pérdida de la capacidad laboral.5 

 

Las instituciones militares no pueden exonerarse de cumplir 

con la obligación previamente enunciada, so pretexto de 

trasladarle la responsabilidad al funcionario retirado, ya que, 

de permitirse tal situación, ello traería como consecuencia que 

se le cercene los derechos que tiene la persona que estaba en 

servicio.6 

 

Además, si es del caso, de ese examen, el cual debe ser completo y 

detallado, deben salir los soportes médicos suficientes para que, de ser 

necesario, se practique la Junta Médica Laboral de rigor.7 Para el 

efecto, la institución no le podía trasladar la responsabilidad al actor, 

en lo que tiene que ver con sus propias demoras. 

 

 
5 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, Consejera ponente: 

ROCÍO ARAÚJO OÑATE, Bogotá, D.C., seis (6) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 

25000-23-36-000-2017-00426-01(AC), Actor: NICOMEDES ENRIQUE GIL RUÍZ, Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL, ARMADA NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL 

 
6 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, Consejera ponente: 

ROCÍO ARAÚJO OÑATE, Bogotá, D.C., seis (6) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 

25000-23-36-000-2017-00426-01(AC), Actor: NICOMEDES ENRIQUE GIL RUÍZ, Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL, ARMADA NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL 

 
7 De ese modo lo ha definido esta Sección en varias oportunidades. Ver, por ejemplo: Consejo de Estado, Sala de 

lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Sentencia del 18 de mayo de 2017, Expediente No. 2017-217-01, 

C.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. 



    

 

En orden a lo dilucidado, la Sala considera que la Fuerza Militar 

accionada le vulneró al señor Gil su derecho fundamental a la 

Seguridad Social, consagrado en el artículo 48 Superior. Así mismo, le 

desconoció su derecho fundamental al debido proceso, preceptuado en 

el artículo 29 eiusdem.8 Por tanto, deberá practicarle los exámenes 

médicos que le faltan, terminar los trámites de rigor sobre el particular 

y celebrar la Junta Médica Laboral que permita definir el origen de la 

lesión puesta de presente por dicho actor y el porcentaje de su pérdida 

de capacidad laboral.9 Ello, a fin de definir la viabilidad de las 

prestaciones económicas a lugar10 

 

 

“La jurisprudencia de la Corte ha determinado que, entre tanto no se 

realice el examen de retiro, los derechos de las personas que 

pertenecieron a la fuerza pública no prescriben, y si del resultado del 

mismo se colige que el exmilitar desarrolló una enfermedad 

durante o con ocasión del servicio prestado, se les debe garantizar 

la continuidad en la prestación del servicio médico, así como 

remitirlos a la Junta Médica Laboral Militar para que establezca su 

porcentaje de pérdida de capacidad laboral, de manera que se 

determine si tienen derecho al reconocimiento a la pensión por 

invalidez”11 (Negrilla fuera del texto)  

DERECHO AL DIAGNOSTICO 

“La órbita del derecho al diagnóstico se encuentra conformada por tres 

aspectos: (i) la práctica de las pruebas, exámenes y estudios médicos 

ordenados a raíz de los síntomas presentados por el paciente, (ii) la 

calificación igualmente oportuna y completa de ellos por parte 

de la autoridad médica correspondiente a la especialidad que 

requiera el caso, y (iii) la prescripción, por el personal médico 

tratante, del procedimiento, medicamento o implemento que se 

considere pertinente y adecuado, a la luz de las condiciones biológicas 

o médicas del paciente, el desarrollo de la ciencia médica y los recursos 

disponibles". (Negrilla fuera del texto original). 12 

 

Conforme a todo lo expuesto es claro que el fallo de primera instancia 

debe ser revocado, por carecer de sustento y armonización incluso con 

los mismos planteamientos del problema jurídico del mismo A quo. 

 

 
8 Ver, por ejemplo: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Sentencia del 14 de 

febrero de 2017, Expediente No. 2016-3703-00, C.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. 
9 Este tipo de apreciación, en lo que arañe a los fines perseguidos por una Junta Médica Laboral, puede 

compararse con el siguiente fallo: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. 

Sentencia del 6 de abril de 2017, Expediente No. 2017-256-01, C.P. Carlos Enrique Moreno Rubio. 
10 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN QUINTA, Consejera ponente: 

ROCÍO ARAÚJO OÑATE, Bogotá, D.C., seis (6) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 

25000-23-36-000-2017-00426-01(AC), Actor: NICOMEDES ENRIQUE GIL RUÍZ, Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL, ARMADA NACIONAL, DIRECCIÓN DE SANIDAD NAVAL 
11 Sentencia T-875 de 2012 
12 Corte Constitucional, Sentencia T-737/13, Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS, Bogotá D.C., 17 de octubre 

de 2013. 



    

 

Es evidente que, al no hacerse un análisis correcto del material probatorio 

aportado, difícilmente el A quo, hizo el estudio debido de los hechos, toda 

vez que no ajusta su análisis jurídico con la jurisprudencia vigente de la 

Corte Constitucional frente al particular, ni a la existencia de una 

vulneración a derechos fundamentales, lo cual se evidencia en todo el 

desarrollo de la sentencia, conforme se expone. 

 

II. PETICIONES 

 

PRIMERO: Por lo antes expuesto, solicito al A quem, revocar el fallo de 

primera instancia, en donde no se TUTELARON los derechos 

fundamentales invocados. Y en su lugar, TUTELAR LOS DERECHOS Y 

ORDENAR el amparo de los mismos, en garantía de mis derechos 

constitucionales fundamentales, a un debido proceso, a la salud, al 

diagnóstico y a la seguridad social, para evitar que se sigan vulnerando 

los mismos, se revoque el  fallo de tutela de primera instancia fechado el  

23 de abril de 2020, proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE SOGAMOSO se amparen los derechos fundamentales 

vulnerados y se ordene al MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONAL – DIRECCION SANIDAD DEL EJERCITO NACIONAL que de 

forma inmediata realice todas las acciones y/o tramites a que haya lugar 

a fin  

 

PRUEBAS 
 

Con toda atención y respeto a usted su señoría,  me permito aportar como 
pruebas documentales las siguientes: 

 

1. Apartes de la historia clínica de mi hijo JHONATAN ALEXANDER 

GRANADOS SOLANO (9 folios) 

2. Apartes de la historia clínica del accionante (9 folios) 

 

ANEXOS 

 
1. Los documentos mencionados en el acápite de pruebas. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

Accionante: DIOFANTE GRANADOS GORDILLO, identificado con cédula 

de ciudadanía 7.334.000 de Garagoa, domiciliado y residente en la ciudad 

de Sogamoso (Boyacá). Para notificaciones en la carrera 20 No.4 -46, 

barrio Simón Bolívar, de la ciudad de Sogamoso. Celular: 3102592547, 

correo electrónico: probidad.ayas@gmail.com y dijolugra@gmail.com  

 

 

Cordialmente, 

 

mailto:probidad.ayas@gmail.com
mailto:dijolugra@gmail.com


    

 

 
DIOFANTE GRANADOS GORDILLO 

C.C. 7.334.000 de Garagoa (Boyacá) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



    

 

 

 

 

 

 

 

 

 



    

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 



    

 

 
 

 

 

 

 



    

 

 
 



    

 

 
 



    

 

 
 



    

 

 
 



    

 

 



    

 

 
 



    

 

 
 

 

 



    

 

 
 



    

 

 



    

 

 
 



    

 

 



    

 

 
 



    

 

 



    

 

 



    

 

 


